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CERTIORARI 

acogido como 
APELACIÓN 
procedente del 

Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 

Superior de Río 
Grande en Fajardo 
 

Sobre:  División de 
Comunidad 
 
Civil Núm.:  
N3CI200800393 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, el Juez 

Adames Soto y la Jueza Reyes Berríos. 
 
Rivera Colón, Juez Ponente  

 
 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de abril de 2021.  

Tras examinar la naturaleza y procedencia del caso de autos, 

el recurso de certiorari presentado ante nuestra consideración será 

acogido como un recurso de apelación, aunque conservará la 

clasificación alfanumérica asignada por la Secretaría de este 

Tribunal. 

Comparece la Sra. Olga M. Vázquez Ortiz y solicita que 

revisemos la “Sentencia Parcial” dictada el 21 de marzo de 2018, 

enmendada por la “Sentencia Parcial Enmendada Nunc Pro Tunc” 

dictada el 22 de mayo de 2018 y notificada al día siguiente, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Fajardo (TPI).  

De conformidad con lo dispuesto en la Regla 7(B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

7(B)(5), este Tribunal puede prescindir de términos no 

jurisdiccionales y escritos, con el propósito de lograr su más justo 
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y eficiente despacho.  En consideración a lo anterior, procedemos a 

disponer del presente recurso sin necesidad de ulterior trámite. 

-I- 

El 12 de mayo de 2008, la Sra. Olga Vázquez Ortiz incoó una 

demanda sobre división de comunidad de bienes hereditarios en 

contra de la Sra. Ana Vázquez Ortiz.  En particular, solicitó la 

liquidación del caudal relicto de su padre biológico, quien murió 

intestado y de su madre biológica, quien dejó formalizado un 

testamento donde dispuso de los bienes hereditarios.  Alegó que, al 

momento de la muerte de sus padres, éstos dejaron como 

herederas únicamente a sus dos hijas quienes figuran como parte 

en el presente pleito.  Manifestó que ambas partes han construido 

edificaciones privativas en los terrenos dejados por sus padres.  La 

parte apelante señaló, además, que tanto ésta como su hermana 

no han podido resolver sus diferencias personales, por lo que 

solicitó mediante la presente acción que se ordenara la valoración 

de los bienes muebles e inmuebles dejados en el caudal relicto y la 

liquidación de la comunidad de bienes entre ambas partes. 

El 18 de julio de 2008, la Sra. Ana Vázquez Ortiz presentó su 

contestación a la demanda en la cual aceptó todas las alegaciones.  

Como parte de sus defensas afirmativas, sostuvo que se 

encontraba en la mejor disposición de liquidar el caudal. 

El 22 de agosto de 2008, la Sra. Ana Vázquez Ortiz presentó 

ante el TPI una “Solicitud de Nombramiento de Agrimensor y 

Vista”.  Indicó que el único bien del caudal relicto se componía de 

un inmueble que contiene varias estructuras que pertenecían 

individualmente a las partes de epígrafe.  Por lo cual, sostuvo que 

en el presente caso procedía que se segregara el inmueble a los 

fines de dividir la herencia de conformidad con el testamento 

otorgado por su madre.  A esos fines, solicitó que se nombrara al 

Sr. Gaddier García García como agrimensor y practicara la 
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segregación del inmueble a tenor con las disposiciones 

testamentarias y que los gastos fueran divididos conforme a la ley.  

Así las cosas, el 9 de marzo de 2009 se celebró una vista 

donde el TPI autorizó el nombramiento del Sr. Gaddier García 

García como agrimensor.  En la vista, la Sra. Ana Vázquez Ortiz 

declaró que sufragó los gastos de la preparación del plano del 

agrimensor, por lo cual el foro primario le indicó que presentara la 

factura para que se le brinde el crédito correspondiente y sea 

cargado al caudal hereditario.    

El 28 de diciembre de 2010, la Sra. Olga Vázquez Ortiz 

presentó ante el foro primario una “Moción Solicitando Fijación y 

Pago de Cánones de Arrendamiento”.  Indicó que, como parte del 

caudal, se encontraba una propiedad inmueble en donde 

enclavaban cinco unidades dedicadas a la vivienda.  Manifestó que 

la parte demandada ha estado administrando tres de estas 

propiedades y las mismas estaban siendo ocupadas por los hijos 

de ésta, los cuales no figuraban como herederos de los causantes.  

Ante ello, solicitó al Tribunal que se le impusiera a la parte 

demandada $1,000.00 mensuales en concepto de cánones de 

arrendamiento por cada una de las referidas propiedades.   

Mediante Resolución emitida el 19 de julio de 2011 y 

notificada el 1 de agosto de igual año, el TPI declaró Ha Lugar la 

referida solicitud.  A esos efectos, le impuso a la parte demandada 

el pago de $1,000.00 mensuales por cada una de las tres 

propiedades ocupadas, contados a partir del 18 de marzo de 2011, 

hasta tanto se desocuparan las mismas.    

Así las cosas, el 21 de marzo de 2018 y notificada el 2 de 

abril del mismo año, el TPI dictó Sentencia Parcial mediante la cual 

estableció once hechos estipulados por las partes los cuales no 

estaban en controversia, a saber: 
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I. Aurelio Vázquez Bonano y Tomasa Ortiz Tirado, 
establecieron su residencia en el Barrio Carola parcela 
65 de Río Grande, y producto de su relación tuvieron 
tres (3) hijos: Ernesto, Ana y Olga, todos de apellidos 
Vázquez Ortiz. 
 
II. Las partes en el presente caso son las hijas, Olga y 
Ana, de los fenecidos Aurelio Vázquez Bonano y 
Tomasa Ortiz Tirado, quienes fallecieron el 12 de abril 
de 1998 (él) y 9 de mayo del 2000 (ella).  
 
III. Los causantes tuvieron un tercer hijo, el mayor, de 
nombre Ernesto Vázquez Ortiz, quien les premurió sin 
descendencia.  
 

IV. Don Aurelio murió intestado y las partes en el 
presente caso fueron declaradas únicas y universales 
herederas mediante Resolución de Declaratoria de 
Herederos en el caso N3CI201000416 de fecha 5 de 
marzo de 2010 ante el Tribunal de Primera Instancia de 
Río Grande Hon. Enid Rodríguez Malena, Jueza 
Superior.   
 
V. Doña Tomasa Ortiz Tirado dejó testamento abierto, 
escritura número 14 de 17 de octubre de 1998 ante el 
notario Rafael Sánchez Hernández. 
 
VI. En dicho testamento se dispuso que del tercio de 
legítima estricta correspondería a ambas en partes 
iguales y que los tercios de mejora y libre disposición 
serían para Ana.  Por tanto, las participaciones 
hereditarias que corresponden a las partes, según la 
declaratoria de herederos y el testamento resultan en 
1/3 para Olga y 2/3 para Ana. 
 
VII. Los bienes y deudas al fallecimiento de los 
causantes fueron: 
 
a. Con los fondos de la cuenta bancaria, Ana saldó el 
préstamo de Westernbank y aportó el remanente al 
pago de los gastos fúnebres no cubiertos por el seguro, 
usando fondos propios para saldar el balance de los 
gastos fúnebres. 
 
b. Ello genera un crédito a favor de la demandada, Ana, 
de $2,524.16. 
 
c. El único bien que queda del caudal para adjudicar a 
las partes sus participaciones hereditarias en un 
inmueble.  
 
d. Los causantes tenían establecida su residencia en el 
Barrio Carola, parcela 65 en Río Grande y en 1975, 
adquirieron la parcela de terreno por el precio de $1.00, 
mediante escritura 159 ante el notario Migdalia 
Carmona Polanco, con una cabida superficial de 
2,704.57 metros cuadrados y la descripción registral 
que surge de la escritura.  
 
VIII. En la vista del 1 de febrero de 2018 se estipuló por 
las partes las cualificaciones del Ingeniero Gaddler 
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García García quien el Tribunal lo aceptó como perito de 
ocurrencia conforme su testimonio se determina que:  
 
a) El plano aceptado en audiencia y marcado como 1-C 
fue preparado por el perito Ingeniero, el cual fue 
estipulado por las partes. 
 
b) La parte demandada le solicitó enmienda al plano 
para dividirlo en tres (3) partes iguales según figura en 
el Exhibit 1-C.  
 
IX. Conforme Exhibit 2 surge que el Director Regional 
del Centro de Servicios de Humacao de la Oficia de 
Gerencia de Permisos (OGPE) le cursó una comunicación 
al Ing. Gaddler García García la cual se hace formar 

parte de la presente Sentencia Parcial y lee: 
 
[…]  
 
X. a. La finada madre de las partes otorgó testamento, 
no así el padre.  Por lo que falta la Declaratoria de 
Herederos de éste.  
 
   b. Ellos tuvieron tres (3) hijos de los cuales murió 
Ernesto Vázquez Ortiz.  No se ha establecido si dejó 
testamento o bienes hereditarios por lo que se deberá 
proveer Declaratoria de Herederos. 
 
XI. No hay controversia del plano 1-C en el lote número 
1 ubica un rectángulo marcado como D que ambas 
partes acuerdan que le pertenece a Doña Ana E. 
Vázquez Ortiz.    
 

(Véase Ap. 1, págs. 1-4).  
 

Inconforme con la determinación, el 12 de abril de 2018, la 

Sra. Olga Vázquez Ortiz presentó una “Moción Solicitando 

Modificación de Sentencia- Reconsideración”.  De igual forma, el 

18 de abril de 2018, la Sra. Ana Vázquez Ortiz presentó una 

“Moción Solicitado Enmienda Nunc Pro Tunc de la Sentencia 

Parcial o en su Defecto, Determinaciones de Hechos y 

Conclusiones de Derecho Adicionales y Reconsideración”.  En 

resumidas cuentas, las partes solicitaron que se enmendaran los 

incisos VIII, IX y X de la Sentencia Parcial.     

El 22 de mayo de 2018 y notificada el 23 de igual mes y año, 

el TPI dictó “Sentencia Parcial Enmendada Nunc Pro Tunc”.  Ello, a 

los fines de eliminar el inciso (a) de la parte X; la palabra “iguales” 

del inciso (b) de la parte VIII “e incluir las correspondientes 
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medidas según el plano aludido como sigue: El solar 1 y 2, de 1, 

155 m/c y 647.8992 m/c que suman 1,803.04 y representan 2/3 

del terreno y el solar 3 de 901.53 m/c, representa 1/3 del terreno”, 

e incluir “un Inciso XII disponiendo que todo lo demás está en 

controversia”.1 

El 6 de junio de 2018, la Sra. Olga Vázquez Ortiz presentó 

una “Moción Solicitando Reconsideración a Sentencia Parcial 

Enmendada Nunc Pro Tunc”.  Por medio de su escrito, sostuvo que 

el foro primario cometió dos errores al dictar su dictamen 

enmendado.  El primero, al concluir que Ana era la dueña de la 

totalidad de lo edificado, y no Olga, ya que ello estaba sujeto a 

controversia.  A esos efectos, sostuvo que en el hecho núm. 7 de la 

demanda se alegó que ambas partes habían construido 

edificaciones privativas de cada cual, en los terrenos dejados por 

sus finados padres, y que lo anterior fue admitido por la parte 

demandada en su contestación a la demanda.  Por otro lado, 

plantea que el TPI erró al hacer cumplir su Resolución del 19 de 

julio de 2011 en la cual le impuso a la parte demandada el pago de 

$1,000.00 mensuales por cada una de las tres propiedades 

ocupadas por sus hijos.  

El 12 de agosto de 2019, la Sra. Ana Vázquez Ortiz presentó 

“Oposición a que se Dicte una Segunda Sentencia Parcial en el 

Caso” en la cual arguyó que los dos errores invocados por la parte 

demandante no fueron cometidos. 

Así las cosas, el 23 de abril de 2020 y notificada el 11 de 

mayo de 2011, el TPI emitió Orden y en cuanto a la “Oposición a 

que se Dicte una Segunda Sentencia Parcial en el Caso” dispuso lo 

siguiente: “Preliminarmente y de manera cautelar, Ha Lugar”.  

 
1 Véase Ap., pág. 6.  
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El 2 de febrero de 2021 y notificada el 4 de igual mes y año, 

el TPI emitió Orden mediante la cual, en lo pertinente, dispuso lo 

siguiente:  

De un minucioso estudio del legajo judicial, el Tribunal 
dispone lo siguiente:  
 
1. Sobre las reconsideraciones presentada[s] por la 

parte demandante, el 23 de abril de 2020, notificada el 
11 de mayo de 2020, el Juez Jaime J. Benero García 
dispuso mediante Orden que “preliminarmente y de 
manera cautelar, ha lugar” a la Oposición a que se dicte 
una Segunda Sentencia Parcial en el Caso, presentada 

por la parte demandada, la Sra. Ana E. Vázquez Ortiz.  
Así, la parte demandante presentó una Réplica a 
Oposición a que se dicte una segunda Sentencia Parcial 
en el caso a lo que el Juez Benero García emitió Orden 
en donde dispuso “véase orden del día de hoy”, es decir 
la Orden del 23 de abril de 2020, notificada el 11 de 
mayo de 2020.  Así las cosas, la parte demandante no 
presentó objeción a la referida orden y/o determinación 
tomada por el Juez Benero García en el presente pleito, 
por lo tanto, se prosigue con los procesos pertinentes.        
 
[…]  
 

(Véase Ap. 1C, pág. 11).  
 

Inconforme con la determinación, el 12 de febrero de 2021, 

la Sra. Olga Vázquez Ortiz presentó una moción de 

reconsideración.  La referida solicitud fue denegada por el foro 

primario mediante Resolución emitida el 4 de marzo de 2021 y 

notificada al día siguiente.   

Aún inconforme, el 5 de abril de 2021, la Sra. Olga Vázquez 

Ortiz recurrió ante este Tribunal de Apelaciones y le imputó al TPI 

la comisión de los siguientes errores:   

Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar que 
la demandada Ana E. Vázquez es dueña de una 
estructura edificada por ella sobre los terrenos que 
pertenecieron a sus padres Don Aurelio Vázquez 
Bonano y Doña Tomasa Ortiz Tirado, pero determina 
que el hecho de que la demandante Olga Vázquez Ortiz, 
sea dueña de una estructura contigua edificada por 
ésta sobre esos mismos terrenos está abierta a 
controversia.   
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al no incluir como 
hecho objeto de discusión el que la parte demandada 
tenga que pagar arrendamiento por las propiedades 
hereditarias que están siendo utilizadas por parientes 
de la parte demandada.  
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-II- 

-A- 

Las cuestiones relativas a la jurisdicción de un tribunal se 

tienen que resolver con preferencia a cualesquiera otras.  Pérez 

Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al., 188 DPR 98, 104-105 (2013); 

S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007).  El 

Tribunal de Apelaciones debe ser celoso guardián de su 

jurisdicción y no tiene discreción ni autoridad en ley para asumirla 

donde no la hay.  Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005).  

Cuando un tribunal acoge un recurso a sabiendas de que carece 

de autoridad para entender en él, actúa de manera ultra vires.  

Maldonado v. Junta Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007).  Por ello, 

al carecer de jurisdicción o autoridad para considerar un recurso, 

lo único que procede en Derecho es la desestimación de la causa 

de acción.  Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460, 470 (2006); 

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 370 (2003); 

Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 DPR 153, 153-154 (1999).   

A tono con lo anterior, el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones faculta a este foro a desestimar un recurso, motu 

proprio, por falta de jurisdicción. Regla 83(B)(1) y (C) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

83(B)(1) y (C). 

-B- 

La Regla 13 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 13(A), en cuanto al término para la 

presentación de un recurso de apelación, dispone, en lo pertinente, 

lo siguiente: 

Las apelaciones contra sentencias dictadas en casos 
civiles por el Tribunal de Primera Instancia, se 
presentarán dentro del término jurisdiccional de 
treinta (30) días contados desde el archivo en autos de 
una copia de la notificación de la sentencia.   

. . . . . . . . 
(Énfasis nuestro).  



 
 

 
KLCE202100385    

 

9 

Cónsono con lo anterior, la Regla 52.2(a) de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.2(a), establece un término 

jurisdiccional de 30 días, desde la fecha de la notificación de una 

sentencia del Tribunal de Primera Instancia, para presentar un 

recurso de apelación ante esta segunda instancia judicial, con el 

fin de solicitar la revisión de la misma.  El referido inciso de la 

Regla establece en su parte pertinente: 

. . . . . . . . 
 

Los recursos de apelación al Tribunal de Apelaciones o 
al Tribunal Supremo para revisar sentencias deberán 
ser presentados dentro del término jurisdiccional de 
treinta (30) días contados desde el archivo en autos de 
copia de la notificación de la sentencia dictada por el 
tribunal apelado.  
 

(Énfasis nuestro).  
 

. . . . . . . . 
 

Por su parte, la Regla 47 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 47, en lo pertinente, dispone: 

. . . . . . . . 

La parte adversamente afectada por una sentencia del 
Tribunal de Primera Instancia podrá, dentro del término 
jurisdiccional de quince (15) días desde la fecha de 
archivo en autos de copia de la notificación de la 
sentencia, presentar una moción de reconsideración de 
la sentencia.  
 

 . . . . . . . . 

Una vez presentada la moción de reconsideración 
quedarán interrumpidos los términos para recurrir en 

alzada para todas las partes.  Estos términos 
comenzarán a correr nuevamente desde la fecha en que 
se archiva en autos copia de la notificación de la 
resolución resolviendo la moción de reconsideración.   
 

. . . . . . . . 

(Énfasis nuestro).  

Los términos para apelar sentencias, sean penales o civiles, 

son fijados por ley para conferir jurisdicción al tribunal apelativo. 

Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 DPR 883 (1993).  Es norma 

reiterada que un término de naturaleza jurisdiccional es 

improrrogable y fatal, por lo que no admiten interrupción ni 
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cumplimiento fuera de los mismos, ello con independencia de las 

consecuencias procesales que su expiración conlleve. Rosario 

Domínguez et als. v. ELA et al., 198 DPR 197 (2017); Martínez, Inc. 

v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1 (2000).  El incumplimiento con 

un requisito jurisdiccional establecido por ley priva a los tribunales 

de autoridad sobre el asunto que se pretende traer ante su 

consideración. Rosario Domínguez et als. v. ELA et al, supra, a la 

pág. 208.  Por tanto, “hacer caso omiso a directrices de naturaleza 

jurisdiccional impide que se pueda atender un escrito fuera de 

término.”  Íd., a la pág. 209. 

-C- 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido que “[u]n 

dictamen judicial es final cuando se archiva en autos la 

notificación y se registra la sentencia, pero se convierte en firme 

una vez haya transcurrido el término para pedir reconsideración o 

apelar sin que esto se haya hecho.”  (Énfasis nuestro).  Cruz Roche 

v. Colón y otros, 182 DPR 313, 323 (2011); véase, además, R. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., Ed. Lexis Nexis, 

2010, Puerto Rico, págs. 378-379.  Así pues, una sentencia final y 

firme es aquella contra la cual no cabe recurso de apelación alguno 

debido a que ya transcurrió el término para solicitar apelación, o 

habiendo presentado el recurso de apelación, el tribunal apelativo 

la confirmó y los términos de reconsideración ya transcurrieron, o 

por ambas.  Suárez v. E.L.A. 162 DPR 43, 62 (2004).  

-III- 

Como cuestión de umbral debemos pronunciarnos, en 

primer lugar, sobre nuestra jurisdicción.  

Conforme adelantamos, la Regla 13(A) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra, así como la Regla 52.2(a) de 

Procedimiento Civil, supra, le conceden a la parte apelante un 

término de 30 días, a partir de la notificación del dictamen a ser 



 
 

 
KLCE202100385    

 

11 

revisado, para recurrir en revisión ante este Tribunal de 

Apelaciones mediante recurso de apelación.  El referido término 

podrá ser interrumpido por la oportuna presentación de una 

moción de reconsideración.  

Según se desprende del tracto procesal previamente 

reseñado, la Sra. Olga Vázquez Ortiz recurre ante este foro revisor 

de la “Sentencia Parcial” dictada el 21 de marzo de 2018, 

enmendada por la “Sentencia Parcial Enmendada Nunc Pro Tunc” 

dictada el 22 de mayo de 2018 y notificada al día siguiente por el 

TPI.  En cuanto a dicho dictamen, el 6 de junio de 2018, la parte 

apelante solicitó reconsideración.  Por su parte, el 12 de agosto de 

2019, la Sra. Ana Vázquez Ortiz se opuso mediante la presentación 

de un escrito titulado “Oposición a que se Dicte Segunda Sentencia 

Parcial en el Caso”.   

Examinados los escritos, el 23 de abril de 2020 y 

notificada el 11 de mayo de igual año, el TPI emitió Orden y en 

cuanto a la “Oposición a que se Dicte Segunda Sentencia Parcial 

en el Caso” dispuso lo siguiente: “Preliminarmente y de manera 

cautelar, Ha Lugar”.  Ello tuvo el efecto de denegar la moción de 

reconsideración presentada por la parte apelante.  La Sra. Olga 

Vázquez Ortiz no recurrió en revisión de ese dictamen ante 

este Tribunal de Apelaciones.  Así las cosas, la “Sentencia Parcial 

Enmendada Nunc Pro Tunc” advino final y firme.2  

El recurso ante nos fue presentado en la Secretaría del 

Tribunal de Apelaciones el 5 de abril de 2021.  Por lo cual, 

evidentemente, la parte apelante recurre ante esta segunda 

instancia judicial fuera del término jurisdiccional de 30 días 

establecido por nuestro ordenamiento jurídico.   

 
2 Cabe señalar, que en la Orden emitida el 2 de febrero de 2021, el TPI dispuso 

que “la parte demandante no presentó objeción a la referida orden y/o 

determinación”.  (Énfasis nuestro).  



 
 

 
KLCE202100385    

 

12 

La parte apelante venía obligada a cumplir fielmente con el 

trámite prescrito en las leyes y reglamentos aplicables para que 

este Foro adquiriera jurisdicción y se perfeccionara debidamente el 

recurso ante nos en el término establecido.  Así, al ser presentado 

de manera tardía, carecemos de jurisdicción para atender y 

considerar en los méritos el recurso sometido. 

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, se desestima el recurso de 

apelación presentado por la señora Olga M. Vázquez Ortiz, por 

falta de jurisdicción al ser tardío.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                                  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 

 


